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PROBLEMAS JURISDICCIONALES QUE PLANTEAN EL
TRANSPORTE Y LA DISTRIBUCION ELECTRICA EN EL
DERECHO NORTEAMERICANQO Y ARGENTINQO?

Dr. Agustin Giménez Mathus
Dr. Edgardo A. Diaz Araujo

RESUMEN: Se analiza el problema, tanto en la legislacion norteamericana como
en la argentina, de los limites y adecuado balance que debe exissir entre la jurisdiccién local
y federal, dada la similitud en la division politico-administrativa (los dos son Estades
Federales). Se ve como la Corte Suprema de Estados Unidos ha resuelto casos relevantes en
la materia, en los que ha consagrado criterios para el comercio interestadual de energia
electrica, y su aplicacidn por la Federal Energy Regularory Commission. La jurisdiccion de
la FERC surge de las facultades del Congreso Federal para regular el comercio interestadual
consagrado por la Constitucidn en su cléusula de comercio, faculrades que se hacen efectivas
en la Federal Power Act de 1935, Se examinan normas y antecedentes de esta ley y casos
surgidos en torno a ella, como los casos Jersey Central y Florida. En una segunda parte se
estudia el régimen argentino, conformado por las leyes 15.336 y 24.065, demarcadas por el
Pacto Federal Eléctrico. Se observa a la luz de estas normas el servicio priblico de transporte,
en cuanto & sus principios rectores y reglamentacion, el ransporte de alta tension, el transporte
local y provincial, la labor de distribucidn y el caso del transportista independiente.

Parasras CLave: Transporte y distribucidn de electricidad — Competencias federales
y locales — Régimen en Argentina y Estados Unidos.

1. LAJURISPRUDENCIAY considerada una de las mds importantes funciones

LEGISLACION NORTEAMERICANA tradicionalmente asociadas al poder de policfa de
los Estados locales’.

1.1 La DocTrINA DE LA CORTE SUPREMA DE Por otro lado, la produccién y transmisién

Los Estapos UNipos: de energfa ha sido reputada como una actividad

particularmente propensa a afectar mds de un

Mantener un adecuado balance entre las  Estado y dicho efecto sobre el comercio

jutisdicciones local y federal en la regulacién del  interestadual es con frecuencia lo suficientemente

sector eléctrico ha sido un serio desafio judicial y  significativo como para que una regulacién

legislativo en los Estados Unidos de Norteamérica.  incontrolada o ilimitada por parte de los Estados

Por una parte, desde su inicio, la pueda interferir en forma patente sobre intereses
regulacién de los servicios publicos ha sido  nacionales de mds vasto alcance’.

1 Ponencia presentada en las terceras Jornadas de Derecho Eléctrico, 2 y 3 de julio de 2003, Facultad de Derecho de la
Pontificia Universidad Catélica de Chile, Santiago, Chile.

2 Cf. el conocido fallo Munn v. lllinois, 94 U.S. 113 (1877).

3 Cf., entre otros, FERC v. Mississippi, 456 U.S. 742 {1982); New England Power Co. v. New Hampshire 955 U.S.

331,339 (1982).
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Este dilema respecto de los [imites de la
jurisdiccién local y federal en materia de servicios
publicos, llamé la atencién de la Suprema Corte
de los Estados Unidos desde los primeros afios de
este siglo, en una serie de casos que establecieron
las restricciones que a criterio de la Corte impone
la Cldusula de Comercio® —como se sabe, fuente
inspiradora de la disposicién consagrada por la
constitucién argentina— a la regulacién estadual
en materia de venta de gas natural. La solucién
alcanzada por la Corte fue [a de trazar una nitida
linea que divida la regulacién estadual permirida
de la no permitida o reservada al Gobierno
Federal®.

Dicho en términos simples, la doctrina
establecida por [a Corte en estos casos consisti6 en
separar la venta minorista de gas por un lado, la
cual se encontraba sujeta a la regulacién estadual
o local “aun en el supuesto del gas traido de otro
Estado para su directa distribucién por medios
interestaduales; tal el caso de la distribucidn local
realizada por la compafifa transportista o por
compafifas distribuidoras independientes™, de la
venta mayorista de gas en el comercio interestatal
por el otro, la cual no estd sujeta a regulacién
estadual o local, aunque dicho gas vendido haya
sido producido dentro del mismo Estado. El
fundamento de este criterio fue que el transporte
de gas de un Estado a otro es comercio
interestadual; y la venta y envio del mismo a las
compafifas distribuidoras locales es parte de dicho
comercio, pero no obstante “con el envio de dicho
gas a las distribuidoras locales, concluye el
movimiento interestadual y el consiguiente efecto

sobre el comercio interestadual, de existir, debe
considerarse indirecto e incidental”™.

La linea demarcatoria mayorista/minorista
trazada originalmente en la industria del gas, fue
trasladada al servicio piblico eléctrico en el
llamada caso Attleboro® . Como resultado directo
del caso Attleboro y sus predecesares, el Congreso
decidié establecer la regulacién federal sobre la
mayor parte de las transacciones mayoristas entre
las prestadoras de sectores del gas y la electricidad
comprometidas en el comercio interestadual,
creando la Federal Power Commission (en
adelante, FPC), hoy la Federal Energy Regulatory
Commision {en adelante, FERC) con el fin de
ejecutar dicha tarea’.

El Congreso interpreté el caso Attleboro
como una prohibicién del control estadual de [as
tarifas mayoristas en el comercio interestadual
para la reventa, atribuyendo por ley a la FPC dicho
poder de control. Se trata pues, de un criterio
jurisprudencial, que luego obtuvo sancién
legislativa. Esta linea trazada por la ley, interpreté
por su parte luego la misma Corte, es clara y
completa. Separa limpia y nitidamente las ventas
para la reventa de las ventas directas para consumo
0 usos consuntivos'.

En el caso FPC v. Southern California
Edison Co.", la Corte sostuvo que, de acuerdo al
“test Attleboro”, una uzilizy de California que
recibe parte de su energfa de fuera de dicho Estado
estd sujeta a regulacién federal respecto de sus
ventas de electricidad a una compafifa municipal
de California que revende energfa a otras
compafifas dentra del mismo Estado.

4 El articulo 1, seccién 8 de la Constitucion de los Estados Unidos enumera las facultades delegadas al Gobierno Federal
por los Estados miembros. Desde el punto de vista de la regulacion econdmica, fa méas importante es la llamada clausuta de
comercio interestadual, la cual otorga al Congreso el poder de “regular el comercio... entre los distintos Estados” (Cf. Phillips,
Charles F., The Regulation of Public Utilities, PUR, Adington, Virginia, 1993, p. 84.)

5 Cf. Missouri v, Kansas Gas Co., 265 U.5. 299, 305 (1924}; también Pensylvania Gas Co. v. Public Service Commision of
New York, 252 U.S5, 23 (1920).

6 Cf. Missouri v. Kansas Gas. Co., supra, 309.

7 Cf. State Corp. Commision v, Wichta Gas Co., 290 U5, 561, 563-564 (1934).

8 Cf. Public Utifities Commision of R.I. v. Attfeboro Stern & Electric Co., 273 U.5.83 (1927).

9 Cf. Federal Power Act of 1935, esp. Title Il y la Natural Gas Act of 1938, 52 State 821,

10 Cf. United States v. Public. Utilities Commision of California, 345 U.S. 295 {1993).
11 Cf. FPC v. Southern California Edison Co., 372 U.S. 205 (1964)
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Aun en ausencia de [egislacién nacional, el
mds Alto Tribunal consideré que “la Cldusula de
Comercio contiene una limitacién implicita
respecto del poder de los Estados de interferir o
imponer cargas al comercio interestadual™?,

Sin embargo, esta linea mecdnica o
formalista trazada en Attleboro - basada en una
supuestamente precisa divisién entre efectos
“directos” e “indirectos” sobre el comercio
interestadual dificilmente pueda compatibiiizarse
con la moderna tendencia jurisprudencial de la
Corte norteamericana, segin la cual debe
observarse en cada caso particular “la naturaleza
de la regulacién estadual involucrada, e objetivo
de dicho Estado, y el efecto de dicha regulacién
sobre el interés nacional en el comercio™”.

Esta moderna jurisprudencia ha otorgado
usualmente, aunque no siempre, mayot [atitud a
la regulacién estadual que la proporcionada por el
mds categérico criterio del cual Artleboro es un
ejemplo. Aquel criterio, en todo caso, reconoce, a
diferencia del establecido en Atdeboro, que existe
“una infinita variedad de casos, en los cuales [a
regulacién de la materias locales pueden también
operar como regulaciones del comercio
interestatal, en [a cual la reconciliacién de los
reclamos enfrentados de la poderes nacionales y
locales debe ser obtenida sélo por medio de una

apreciacién y acomodamiento de los intereses
estaduales y nacionales involucrados™*.

En afios recientes, la Corte ha
abandonado explicitamente una serie de
distinciones formalistas (similares a la de
Attleboro) que alguna vez definiera para
delimitar los distintos aspectos de la doctrina
relativa a la Cldusula de Comercio. En este
sentido, el criterio Attleboro no es menos
anacrénice que estos otros que la Corte rechazé
desde mediados de los ‘70 a comienzos de los '80.
Hoy puede decidirse que el criterio Attleboro es
legal y no constitucional. Es decir: se trata de una
interpretacién de la Federal Power Act de 1935
y no de la cldusula de comercio de la
Constitucidn, de la cual no se desprenderfa tal
ctiterio formal®.

1.2 ANALISIS LEGAL DE LA JURISDICCION DE LA
FERC SOBRE EL COMERCIO INTERESTATAL'®

La jurisdiccién de la FERC sobre el
comercio interestadual de energia eléctrica surge,
entonces, de las facultades del Congreso Federal
para regular el comercio interjurisdiccional

consagradas por la Constitucién Nacional en la

llamada cldusula de comercio, que, como ya se
dijo, es la fuente inspiradora de la cldusula

12
13

Ci. Western & Southern Life Insurance Co. v. Board of Equalization, 451 U.5. 648, 652 (1981}
Daoctrina establecida en el caso Pike v. Bruce Church Inc,, 397 U.5. 137, 142 (1970) en donde se fallé que “si una

norma que reguta equitativamente estd destinada a proteger un interés publico local legitimo, y sus efectos en el comercio
interestadual son sélo incidentales, deberd ser confirmada a menos que la carga que imponga sobre tat comercio resulte claramente
excesiva en relacion con los beneficios que persigue proteger dicha norma”,

14 Cf. Southern Pacific Co. v. Arizona ex re Sullivan, 325 1).5. 761 (1945); Minnesota v. Clover Leaf Cramery Co., 449 U.5.
456 (1981); v Pike, supra.

15 Cf. Arkansas Elec. Coop. V. Ark, Public serv. Comm’n, 461 U.5. 375 (1983), donde la Corte Hega a decir que “Attleboro
y sus predecesoras son “barbaridades judiciales”, plenamente erréneas en el momento mismo en que fueron adaptadas”, para
fallar luego que “En el caso, no media, a criterio de la Corte, proteccionismo econémico y la regulacion local de las tarifas
mayoristas cuestionadas por el apelante se encuentra dentro del dmbito de “los legitimos intereses pUblicos locales”,
particularmente si se considera que a pesar de encontrarse el apelante conectade a una red interestadual, su operacion basica
consiste en la provision de energfa desde plantas generadoras ubicadas dentro del Estado hacia cooperativas, las cuales también
se encuentran localizadas dentro del mismo Estado. A pesar de que la regulacidn del Ente Regulador local sobre las tarifas
mayoristas del apelante tendrfa un efecto incidental sobre el comercio interestadual, “la carga impuesta en dicho comercio no
es excesiva en relacion a los intereses locales protegidos”.

16 En este andlisis se sigue, basicamente, documento “Legal Analysis of Commission Jurisdiction Over Rates, Terms and
Conditions of Unbundled Retail Transmission In Interestate Commerce”, FERC Documentation Index 1996, Appendix G, en
http: /fwww.powerquote.comy/fercindex. html

105
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consagrada por nuestra Constitucién Nacional.
Estas facultades atribuidas al Congreso se hicieron
efectivas en materia de comercio de energia
mediante la sancién de la ya citada Federal Power
Act de 1935 (en adelante, FPA). Cuando el
Congreso sanciond la FPA, dio a la entonces
Federal Power Commission exclusiva jurisdiccién
sobre las tarifas, términos y condiciones de
transmisién en el comercio interestadual realizado
por las public utilities.

1.2.1 DiSPOSICIONES RELEVANTES DE LA FEDERAL
Power AcT

Laseccién 201(b) (1) de la FPA establece que:

“Las disposiciones de este Titulo serdn
aplicables a la transmisidn de electricidad en el
comercio interestadual y a la venta de energia
eléctrica al por mayor en el comercio interestadual
(...} La Comisidn tendrd jurisdiccidn sobre todas las
instalaciones de tal transmisién o venia de energla
eléctrica, pero no tendrd jurisdiccidn (...) sobre las
instalaciones utilizadas en la dissribucion local o sélo
para la transmisién de energia eléctrica en el comercio
intraestatal, o sobre las instalaciones para la
transmisidn de energia eléctrica consumida
totalmente por el rransmitente” (el subrayado es
nuestro),

Por su parte, la Seccién 201 (c) y (d) define
el significado de los términos “transmisiones de
energia eléctrica en el comercio interestadual” y de
“venta de energfa eléctrica al por mayor en el
comercio interestadual”,

Asf, dispone la seccidn 201(c):

“A los fines de este Titulo, la energia eléctrica
serd considerada como transmitida en el comercio
interestadual, si es transmitida desde un Estado
determinado y consumida en cualguier punto fuera
de dicho Estado, siempre que dicha transmisidn

ocurra dentro de los Estados Unidos”.

Por su parte, la seccién 201(d) define al
érmino “venta de energia elécrrica al por mayor”
como la venta de energfa eléctrica a cualquier
persona para su reventa.

Otras disposiciones relevantes a nuestros
propésitos son las secciones 205 y 206, las cuales
otorgan a la Federal Power Commission (FPC)
jurisdicci6n sobre las tarifas, términos y condiciones
de la transmisién en el comercio interestadual, y
sobre las ventas al por mayor en el comercio
interestadual realizadas por public utilsties.

1.2.2 ANTECEDENTES PARLAMENTARIOS Y
JURISPRUDENCIALES DE LA FEDERAL POWER ACT

Gran parte de los antecedentes
parlamentarios de la FPA indican que la intencién
del Congreso fue la de extender la jurisdiccién de
la Comisién sélo a las materias que el fallo de la
Suprema Corte conacido como “Attleboro”, del
que habldramos en el punto anterior, habfa
colocado m4s all4 del alcance de los poderes de los
Estados. En este sentido, el informe que
acompafiaba al proyecto del Senado establecia que
la Sub-Seccidn (b) “dejaba a los Estados la facultad
de fijar las tarifas locales minoristas aun en los
casos en que la energia eléctrica era trafda desde
otro Estado”. En otras palabras, los Estados
retenfan el poder de regular las tarifas destinadas
a usuarios finales. Este informe también establecfa
que “las facultades tarifarias de [a Comisién
estardn limitadas a aquellas transacciones
mayoristas que fueron consideradas fuera del
alcance de los Estados por la Corte Suprema en el
caso Attleboro”.

Por otra parte, se decia que la Comisidn
federal también posee jurisdiccién sobre todas [as
lineas de transmisidn interestadual, exista o no
venta de energia eléctrica transportada por dichas
lineas y sobre las plantas e instalaciones de
generacién que produzcan energfa eléctrica para
la transmisién y venta interestadual'’.

17 Cf. Senate Report N 621, 74th Cong., 1st Sess,, 48 (1935), citado en “Legal Analysis of Commission Jurisdiction Over
Rates, Terms and Conditions of Unbundied Retail Transmission In Interestate Commerce”, FERC Documentation Index 1996,

Appendix G, en hitp: //www. powerquote. com/fercindex. htm!
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Estas disposiciones de la Seccién 201 de la
FPA que reservan ciertas facultades regulatorias a
los Estados han sido interpreradas
restrictivamente por la Suprema Corte.

A su vez, la Corte ha interpretado el
concepto de transmisién en el comercio
interestadual en términos amplios. Esta expresién
no se refiere a si el recorrido de una determinada
venta de energia transmitida cruza las fronteras
estatales, sino que se refiere al flujo fisico de
electricidad (se trata de un hecho fisico mds que
juridico). Debido a la naturaleza altamente
integrada del sistema eléctrico, ese criterio implica
que la mayor parte de la transmisién de energfa
eléctrica sea realizada
interestadual”.

Uno de los primeros casos que
establecieron la jurisdiccién de la Comisién sobre
la transmisién fue en el [lamado caso Jersey
Central'®. En este caso, la Comisién aftrmé su
jurisdiccion sobre una public ustlity de New Jersey
mostrando que ésta posefa instalaciones de
transmisién que eran utilizadas indirectamente
para transmitir energfa eléctrica en el comercio
interestadual.

La Corte concluyé que la definicién de
energfa eléctrica transmitida en el comercio
interestadual proporcionada por la Seccién
201{c), no puede ser entendida como si dicha
jurisdiccién se aplicara solo a la energfa eléctrica
en el instante en que cruza la frontera estatal y en
consecuencia sélo a las instalaciones que cruzan
dicha frontera y sélo a la empresa propictaria de
dichas instalaciones.

La Corte también aplicé el test Jersey
Central en el caso Federal Power Commission v.
Florida Power & Light Co., 404 U.S. 453(1972)
{caso Florida), confirmando una resolucién de la
Comisién que establecta la jurisdiccién federal
sobre una wtility de Florida. La Comisién
demostré que ésta transmitfa energfa eléctrica a
otra usiity de Florida y que esa energfa eléctrica era
simultdneamente transferida desde ese “bus” auna

“en el comercio

utility de Georgia. La Corte confirmé la
resolucién de la Comisidn segtin la cual la energfa
eléctrica de las dos uzilsties de Florida se mezclaba
y de esa forma era rransmitida en el comercio
interestadual.

Sin embargo, hay dos limitaciones
importantes a la autoridad de la Comisién.
Primero, como ya se dijo, la FPA no otorga a la
Comisién jurisdiccién sobre las ventas de energfa
eléctrica minorista. Tales ventas han sido
histéricamente “bundled sales” (esto es: suministro
de energfa mds transporte o transmisién) y los
tribunales y la Comisién han respetado la
jurisdiccién estadual sobre estas “ bundled sales” de
energfa eléctrica. En segundo lugar, de acuerdo a
lo establecido en la Seccién 201(b) (1) de la FPA,
la Comisién no tiene jurisdiccién sobre las
instalaciones utilizadas en la distribucién local. En
el caso CL&P, la Corte establecié que la
distribucidn local estd exceptuada de la
jurisdiccién federal aun en el caso en que dichas
instalaciones “llevaran s6lo energia originaria de
otros Estados™™,

1.2.3 Los casos Jersey CENTRAL ¥ FLORIDA: LA
CORTE AMPLIA LA JURISDICCION FEDERAL:

Jersey Central fue el primero de los grandes
casos jurisdiccionales de la FPC en "as cuales
intervino la Suprema Corte. El caso se trataba de
la adquisicién por la New Jersey Power and Light
Company (New Jersey Power) de ciertas securities
de la Jersey Central Power and Light Company
(Jersey Central) sin la aprobacién de la Comisién
Federal (FPC). La cuestién ante la Corte fue
determinar si Jersey Central era una “public utility”
en los términos de la Seccién 201 {¢) dela FPA y
se encontraba por tanto bajo su jurisdiccién, de tal
modo que la aprobacién previa de la Comisién de
tal adquisicién se encontraba incluida por la
Seccién 203 de la FPA.

Jersey Central poseia instalaciones de
transmisién que se conectaban con instalaciones

18 Cf. Jersey Central Power & Light Co. v. FPC, 319 U.5. 61 (1943).

19 Cf. 324 U5.531.
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de la Public Service Electric & Gas Company
{Public Service). La intervencidn de dichas
instalaciones estaban en Nueva Jersey. A su vez, [2
instalaciones de Public Service se conectaban con
las de Staten Island Edison Corp. (Staten Island),
una compafifa de Nueva York. Jersey Central
enviaban energia eléctrica y recibian energia
eléctrica hacia y desde Public Service por contrato.
Por su parte, Public Service enviaba energfa
cléctrica y recibia energfa desde y hacia Staten
Island también por contrato.

La Corte considerd que, a pesar de que
Jersey Central generaba y recibia energfa eléctrica
s6lo en Nueva Jersey, una parte de la energia
eléctrica despachada hacia Public Service “era
instantdneamente transmitida a Nueva York”. La
Corie sostuvo que “esta evidencia provee una base
sustancial para la conclusiones de la Comisién
seguin las cuales las instalaciones de Jersey Central
eran utilizadas para la transmisién de energfa
eléctrica a través de las fronteras estaduales”. Por
lo que la Corte consideré que Jersey Central era
una public utilizyen los términos de la Seccién 201
{e) y por tanto sujeta a jurisdiccién federal.

La Corte cit6 el caso Attleboro, en el cual
habfa determinado que [a venta de energfa
eléctrica producida localmente para ser usada en
otro Estado resultaba transmisién de energia
eléctrica en el comercio interestatal, aun cuando
el tftulo era transmitido dentro de las fronteras del
Estado. En Jetsey Central, la Corte explicé la razio
de la jurisdiccién federal de este modo:

“La Seccidn 201(c) de la FPA] define a la
energia elécirica en el comercio interestatal como
aquella energla elécirica transmitida desde un Estado
y consumida en cualguier otro punto fuera de dicho

Estado. No hubo cambios en esta definicién en los
distintos borradores del proyecto. La definicidn que
urtlizaba para otorgar precision al alcance de la ley.
Es imposible para esta Corte concluir que dicha
definicidn significa menos de lo que dice ... El
propésito de la ley fue bdsicamente el de regular las
rarifas de la energia eléctrica interestatal”.

La Corte interpreté que la FPA ubicaba
dentro de la regulacién federal las ventas de
energfa mayorista que, de algiin modo, flufaen el
comercio interestatal. La jurisdiccién de la
Comisidn no estaba basada en el hecho de si habia
una venta, sino en la existencia de un flujo de
energfa eléctrica ya sea hacian fuera o hacia
adentro de un Estado, en la medida en que ia
energfa cruzaba las fronteras estatales.

C.L. & P, dos afios después de Jersey
Central, es el leading case en la interpretacién de
la Seccién 201({b) sobre distribucién local. El
sistema de C.L. & P. abarcaba un 4rea ubicada
enteramente dentro del Estado de Connecticut y
no se encontraba interconectado con ninguna otra
compafifa que operara fuera de dicho Estado. Sin
embargo, C.L. & P compraba energfa eléctricaa
compafifas que, a su vez, compraban energfa
eléctrica originaria de Massachusetts. Ademds
C.L. & P. vendfa energfa eléctrica a una isla
localizada en el Estado de Nueva York. La
Comisidn pretendié basar su jurisdiccién sobre
C.L. & P. en estas transacciones. La Corte de
Apclaciones confirmé la decisién de la Comisién.
Pero la Suprema Corte revirtié esta decisién,
sosteniendo que la Seccién 201 (b) constitufa una
limitacién sobre 2 jurisdiccién de la Comisién,
que ésta debe observar?'. La Corte establecié que
el hecho de que un sistema de distribucién local

20

Connecticut Light & Power v. FPC, 324 U.S, 515 (1945).

21 Dijo ademés la Corte: “Jamds ha sido puesto en cuestién el hecho de que tecnolégicamente, la generacién, transmision,

distribucién y consumo de energia eléctrica son tan unidas e interdependientes que la totalidad de la industria se encuentra dentro
del alcance de las facultades de regulacién del comercio del Congreso, ya sea por tratarse de comercio interestatal o por afectar al
mismo, si en algin punto atraviesa los Iimites de un Estado”. Por lo que, como ya se dijera ut supra, |a Corte entiende que las
limitaciones a la regulacién local en matetia de energla eléctrica surgen de la ley {esto es: de la Federal Power Act) y no de la
Constitucion. Esta tesis ha permanecido inalterada en todos los falios analizados y es incluso ratificada por el voto en disidencia del
Juez Douglas en el asunto FPC v. Florida Power & Light Co. (404 U.S. 453, 1972} que luego se analizard, quien dijo que “si se
pretende dejar avanzar a la jurisdiccién federal, el Congreso es quien debe tomar dicha decision, por tratarse de una pre-emptible
area” (esto es: de un drea de competencias en donde la legislacién federal desplaza a ia estadual en virtud de la cldusula constitucional
de supremacia. Para una ampliacién de la doctrina judicial de Ja pre-emption puede verse 312 U.S. 52; 350 U.S. 497, en otros).
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acarreara o no energfa eléctrica proveniente de
otro Estado era irrelevante. Cualquiera sea el
origen de la energfa eléctrica que estos sistemas
portaran, si estaba destinada a la distribucién
focal, estaba excluida de la jurisdiccién federal.

Analizaremos ahora con
detenimiento el ya citado caso Florida?.

La Federal Power Commission (FPC)
determiné que la transmisién de energfa desde
Florida Power & Light Co. (FP&L) a una wuzslity
“bus” de Florida (Ifnea de transporte) y la
simultdnea transferencia de energfa desde este
“bus” a una compafifa eléctrica de Georgia le
otorga jurisdiccién a la FPC sobre FP&L, basado
en la Seccién 201(b) de la Federal Power Act
(FPA), la cual establece la jurisdiccién federal
sobre la “transmisién de energfa elécerica en el
comercio interestadual ... y la venta de energfa
eléctrica mayorista en el comercio interestatal,
aunque ... no sobre ninguna otra venta de energfa
cléctrica”. La FPC sostuvo que la energfa
transmitida por FP&L se habfa confundido
(conmigled) con la de la otra utility de Florida y de
ese modo habfa sido transmitida en el comercio
interestatal. Por lo que la FPC sostuvo que FP&L
se encontraba sujeta a la jurisdiccién federal.

La situacién de hecho era la siguiente:
todas las instalaciones de FP&L, incluidas sus
lineas de transmisién, se encontraban confinadas
2 Florida y ninguna de estas lfneas se conectaba
directamente con otras pertenecientes a
compafifas ubicadas fuera del Estado de Florida.
Sin embargo, FP&L estaba conectada
indirectamente con esas compafifas. En cuanto
miembro del Florida Pool, estaba interconectada
con el Florida Power Corp. (Cotp) y otras utilizies.
Estas empresas interconectadas coordinaban sus
actividades e intercambiaban energfa cuando las
circunstancias lo requerfan. Corp se encontraba a
su vez interconectado con Georgia Power Co.
(Georgia), ubicada en el Estado de Georgia, con
quien intercambiaba energfa regularmente.

cierto

El Florida Pool (conformado por FP&L,
Corp. y otros) participan como miembros del
Grupo de Sistemas Inerconectados (GSI), un
sistema de empresas que automdticamente provee
energfa en casos de emergencias. Sin embargo,
FP&L no ha utilizade nunca esta energia de
emergencia del GSI.

La pregunta que se hace la Corte es qué
pasa cuando FP&L le da energfa a Corp y Corp,
que a su vez le da energfa a Georgia (o viceversa)
¢Se mezcla o confunde la energfa provista por
FP&L con la suministrada por Corp a Georgia?

Si FP&L intercambia energfa
directamente con Georgia, no habria ninguna
duda acerca de la jurisdiccién federal. La
transferencia directa de energfa desde una empresa
en Rhode Island a otra ubicada en Massachusetts
es comercio interestadual®,

No hay dudas de que la Seccién 201 es
resultado directo del caso Attleboro con la
finalidad de Henar el llamado “vacio Attleboro”,
otorgdndole jurisdiccién a la FPC sobre los
intercambios interestaduales directos®.

Tampoco cabrfan dudas acerca de la
jurisdiccién de la FPC si la compafifa
interpuesta entre FP&L y Georgia no
cumpliera mds que con el rol de simple embudo
{(funnel), como ocurrfa en el ya citado caso
Jersey Central. En este caso, [a FPC demostré
a través de muestreos realizados en las lineas de
transmisién de las empresas relevantes, que al
menos en una docena de ocasiones cada vez que
S.LE., una u#ility de Nueva York, tomé energfa
de la linca de transmisién interestadual, sélo
Jersey Central estaba proveyendo energfa al
“bus”. Por lo que la presencia de PSE&G (la
compafifa de Nueva Jersey que compraba la
energia a Jersey Central) resultd ser, en estas
circunstancias un “factor nufo” o simple
“embudo”, por lo que se establecié que la
energfa de Jersey Central era efectivamente
intercambiada en el comercio interestadual.

22 FPC v. Florida Power & Light Co. , 404 U.S. 453 (1972).
23 Ast lo determiné la Corte en el ya citado Public Utilities Commision v. Attleboro Steam & Electric Co., 273 U.S. 83 (1927).
24 Cf. Connecticut Light & Power Co. v. FPC, 324 LLS. 515 (1945).
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Sin embargo, en el caso Florida que
estamos analizando, Corp no operaba como
“factor nulo” o simple “tinel”, por lo que el test
del caso Jersey no le es directamente aplicable.

Para afirmar la jurisdiccién federal, la FPC
sostuvo dos argumentos, ambos técnicos:

1. En primer lugar, la lamada “unidad de
respuesta electromagnética de los sistemas
eléctricos interconectados”, cuyos corolarios
pueden resumirse de la siguiente manera:

a. Ningtn sistema interconectado tiene
control sobre las transferencias actuales de
energfa en cada punto de interconexién
debido a las caracterfsticas de libre flujo de
las redes eléctricas.

b. Un sistemna eléctrico de una compafifa
como FP&L es esencialmente un sisterna
electromecdnico en el cual todos los
generadores de la red interconectada se
encuentran entrelazados electromag-
néticamente. Por lo que si unaama de casa
en Atlanta (ubicada en el sistema eléctrico
del Estado de Georgia) prende la luz, cada
generador de Florida casi instantd-
neamente producird una cantidad
adicional determinada de energfa de
manera de mantener el equilibrio en ¢l
sistema interconectado entre generacién y
carga. Si dispusiéramos de instrumentos de
medicién suficientemente sensibles, alegd
la FPC, este incremento en la generacién
podria ser medido y cuantificado.

c. Esta unidad electromagnética de respuesta
de los sistemas eléctricos interconectados
descrita constituye de por sf transmisién
cléctrica interestatal, por fo que [a
jurisdiccién federal se extiende a todas las
public  wtilities  interconectadas
interestadualmente, ya sea en forma
directa o indirecta.

2.- El segundo argumento, también
técnico, formulado por la FPC, que llamaremos
teorfa de la confusién o del embalse, sostiene que
la energia provista a un “bus” (lfnea de
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transmisién) desde diferentes fuentes se funde en
un determinado punto entremezcléndose de la
misma forma en que las moléculas del agua de
diferentes fuentes se confunden en un embalse.
De este modo, a los fines de la determinacién de
su jurisdiccién, la FPC sélo necesitarfa demostrar:

a. Que FP&L ha ingresado energfa en el
“bus”; v,

b. Que al mismo tiempo, energfa de dicho
“bus” es recibida en destinos fuera del
Estado de Florida, configurando por tanto
“comercio interestadual”.

Las objeciones formuladas por FP&L a
estos argumentos “técnicos” de la FPC fueron las
siguientes:

1) El primer argumento de la FPC (esto es,
la unidad electromagnética de los sistemas
interconectados) no demuestra que la energfa de
FP&L fluya en el comercio interestadual, sino
solamente que de algin modo indirecto e
incidental afecta el comercio interestatal. El
Congreso, sin embargo, en la Seccién 201 de la
FPA, no otorgé jurisdiccién a la FPC sobre
actividades que simplemente afecten el comercio
interestadual de energfa.

2) El segundo argumento de la FPC es,
sostiene FP&L, inadecuado desde el punto de
vista tecnolégico. La energfa, al contrario de fo que
sostienen los técnicos de la FPC, ingresa al “bus”
y recorre la linea de transmisién por medio de
puntos discriminables e identificables. Un “bus”
no es un punto, sino por el contrario una linea de
tensién fisica y tangible. La energfa transmitida no
se comporta como agua de diferentes fuentes que
se confunde en un embalse. Por el contrario, la
energfa de cualquier fuente no fluird en la Iinea de
tensién mis all4 de lo que le permita la presencia
de cargas cuantitativamente equivalentes a las de
esa fuente.

El test realizado por la FPC demuestra, se
nos dice, que la energfa provista por FP&L se
consume totalmente en las lineas de carga de Corp
antes de que Georgia intervenga. Lo que en realidad
sucede es un efecto de desplazamiento: la energia de
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FP&L va hacia Corp y la energfa salida de los
generadores de Corp es desplazada hacia Georgia.

La Corte dice no aprobar ni desaprobar el
argumento de la unidad electromagnética de
respuesta: simplemente no se pronuncia al
respecto. A criterio del voto mayoritario del
Tribunal, la idea de que [a energfa se confunde en
el bus es suficiente para sustentar la jurisdiccién
federal (segundo argumento).

Para la Corte, la jurisdiccién federal no
debe alcanzar a las “instalaciones utilizadas en la
distribucién local de energfa”. De esta forma, se
nos dice, la jurisdiccién estadual se encuentra
claramente demarcada y preservada, citando a lo
fallado en el asunto ya citado C.L.&P%

Por otra parte, se nos dice, si apliciramos
el test de Jersey Central, esto podria alentar el
desarrollo de interconexiones complicadas,
innecesarias y anticconémicas con el propésito de
cludir la jurisdiccién federal. Mas adn: [a
tendencia a la proliferacién de interconexiones
puede complicar mds aun las dificultades para
determinar la jurisdiccién (de persistir con el test
de Jersey).

1.2.4 CRITICAS A LA TESIS DEL CASO FLORIDA:

El voto en disidencia del Juez Douglas es
por demds interesante, por lo que rescataremos
algunos aspectos. En primer lugar, dice el Juez
Douglas, no debe olvidarse el criterio sustentado
en el caso Jersey Central, segtin el cual “la mera
conexién no significa nada” . Por lo tanto la teorfa
de la unidad electromagnética de respuesta no
puede ser de ningin modo convalidada por esta
Corte, asf como tampoco la teorfa de Iz confusién.

No obstante, el voto mayoritario convalida
el criterio de la “confusién” (argumento del
embalse), a pesar de que en el caso C.L & P, este
criterio habfa side rechazado por la misma FPC,

El método utilizado por la FPC en Florida,
argumenta el Juez Douglas, no se sustentaen la
medicién de flujos reales de energfa eléctrica, sino
que estos flujos fueron hipotetizados utilizando un

modelo de ingenierfa que de por sf presupone el
hecho en discusién (esto es: la confusién de la
energfa). El método convencional utilizado con
anterioridad en Jersey Central y en C.L.8& P arroja
un resuttado completamente diferente: de aplicar
este test, llegarfamos a la conclusién de que no
hubo flujo interestadual de energfa.

Para el juez Douglas, el criterio de la
“confusién” implica, en Gltima instancia, que cada
instalacién privada que se encuentre directa o
indirectamente interconectada en una red
interestadual estar4 bajo la jurisdiccién del FPC,
Laaplicacién completa de este criterio implica que
cualquier incremento momentineo en la salida de
un generador ubicado en cualquier punto de la red
interconectada enviard una oleada de energfa a
través de toda la red. Si este criterio es aprobado,
es dificil de percibir qué queda de la proposicién
formulada por la Corte en Jersey Central segtin la
cual “la mera conexién no significa nada”.

Una compafifa que transmite energfa
eléctrica en el comercio interestatal estd sujeta a
regulacién federal respecto de sus tarifas
mayoristas. Pero en este caso nadie afirma que
exista una venta mayorista. Por ello la FPC no ha
pretendido establecer aquf tarifas sobre la
mindscula e incidental cantidad de energfa
considerada “interestatal”. Por el contrario, lo que
la FPC pretende es que FP&L se adecue af Sisterna
Uniforme de Contabilidad de la FPC.

Al fundamentar la Federal Power Act, nos
recuerda el Juez Douglas, el Informe del Senado
expresaba: “La decisién de la Corte en Attleboro
colocé las transacciones mayoristas interestatales
de energfa completamente fuera del alcance de los
Estados” (Senate Rep. N° 62, 74 Cong. 1* Sess,
17.3). “Este proyecto revisado impondrd [a
jurisdiccién federal solo sobre las materias que no
puedan ser efectivamente controladas por los
Estados. La limitacién impuesta a la jurisdiccién
de la FPC constituye un esfuerzo para prevenir la
expansién de la autoridad federal sobre las
matetias propias de los Estados” (Id., at 18).

En consecuencia, concluye, la FPC debe

fundamentar debidamente por qué razén [a funcién

25 Connecticut Light & Power v. FPC, 324 U.5. 515 (1945).
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que pretende arrogarse serfa mejor desempefiada por
una agencia federal que por una local®.

Por lo que el Juez Douglas concluye que no
debe imponerse la regulacién federal a lalocal en
supuestos que, como el de Florida, se trate de
transmisiones mfnimas no realizadas por medio de
acuerdos previos o que no se trate de transacciones
mayoristas. En Jersey Central, se aseguré la
jurisdiccién federal en casos en que la energfa
transmitida era menor. Pero no cuando esta era
accidental o incidental o de minimis, como es el
supuesto de Florida.

2. REGIMEN ARGENTINO

21 LalerN°15.336

La Ley N 15.336 vino a cubrir el vacio
legislativo existente en nuestro pafs en materia de
energfa eléctrica a nivel federal, estableciendo el
primer régimen jurfdico nacional de la industria
eléctrica. Su finalidad es la regulacién de las
actividades del sector eléctrico, comprendiendo
las etapas de generacién, transformacién,
transmisién y distribucién “en cuanto las mismas
correspondan a la jurisdiccién nacional™.

A nuestros fines, son relevantes, ademds del
artfculo 1° citado, los artfculos 2° y 4°, pot los
cuales se establecié que la energia eléctrica es cosa
jurfdica susceptible de comercio, cualquiera seasu
fuente y las personas de cardcter pdblico o privado
a quienes pertenezcan, siendo las operaciones de
compra o venta de electricidad realizadas entre
una central y un prestador del servicio publico,
actos de cometcio de cardcter privado.

El articulo 6, por su parte, define siete
supuestos en los cuales |2 generacién de energia
eléctrica, cualquiera sea su fuente, su
transformacién y transmisién, serd reputada de
jurisdiccién nacional. Con lo cual, por defecto, la
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ley reconoce la existencia de jurisdicciones
provinciales en la materia. Dejaremos el andlisis de
cada uno de estos supuestos para el capftulo
dedicado a la etapa de generacién.

Sin embargo, la Ley n° 15.336 se limit6 a
enumerar los supuestos de jurisdiccién nacional
en la etapa de generacién, sin realizar esta misma
tarea de delimitacién de competencias en las
demds etapas del sector, dejando un vaclo que
exigfa una demarcacién legal.

2.2 EL Pacto FeperaL ELECTRICO:

Asi, cuando la administracién del
Presidente Menem se vio ante la necesidad de
introducir un profundo reordenamiento de la
industria eléctrica nacional, se hizo evidente [a
falta de un instrumento legal que demarcara
estas competencias. Esta demarcacién se realizé
a través de la firma del Pacto Federal Eléctrico,
suscripto en la ciudad de Buenos Aires el 29 de
noviembre de 1989 entre el gobierno nacional
y veinte provincias argentinas®. Con la firma
del pacto se delimitaron las atribuciones del
gobierno nacional y de [as autoridades locales
en materia de prestacién de los servicios
eléctricos.

Ast, se establecié en su capitulo 2 (4mbito
de actuacién), que corresponderd a la competencia
del Estado Nacional lo atinente a la actividad de
{ndole polftica, administrativa y/o empresaria
relacionada principalmente con:

“I. El Sistema Argentino de Interconexidn
(SADI), constituido por las Lineas de
Transporte y Estaciones de Transformacién
que integran el sistema primario de
intercambio de energia eléctrica en todo el
territorio nacional, definido bajo pautas de

26 Este criterio muestra un enorme parecido con el principio de subsidiariedad del Derecho Europeo al que hiciéramos
referencia en el capitulo anterior. Si la finalidad de la ley es prevenir la expansién de la autoridad federal sobre las materias
propias de los Estados, la agencia federal de aplicacion légicamente debe justificar toda medida que implique un avance en ese
sentido, demostrando la mayor eficacia de la accion a nivel federal. Este test de eficacia es, al parecer, a criterio del Juez

Douglas, justiciable.

27 Cf. art. 1° de la ley nacional 15.336, Adla, XX-A, 67; Digesto de Legislacion Eléctrica Argentina, t. |, p. 3.
28 No firmaron el Pacto las provincias de Jujuy, Tierra del Fuego y Catamarca.
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funcionalidad para cada una de las
Provincias, de acuerdo con los siguientes
criterios:

— El incremento del protagonismo provincial,
—La racionalizacidn y simplificacién de los
puntos de interconexidn.

— La evolucidn tecnoldgica.

2 Los Centros de Generacién de midulo nacional
ysus instalaciones complementarias vinculadas
al SADI, definidas sobre la base de criterios
funcionales.

3. Laparte argentina de los Entes Binacionales,
en lo que hace al suministro de energia
eléctrica.

4. Las Lineas de Transporte de cardcter
internacional, en todo aquello no regulado
por protocolos o tratados especificos.

5. Las transacciones de compra-venta o
intercambio de energia con otros pafses.

6. El Despacho Nacional de Cargas”.

Mientras que corresponderd a la
competencia de las Provincias toda [a actividad de
indole politica, administrativa y/o empresaria que
deba desarrollarse desde los puntos de
alimentacién del Sistema Argentino de
Interconexién hasta la atencién de los usuarios
finales; en concordancia con ello, queda
comprendido en el plano de sus incumbencias,
principalmente lo siguiente:

“1.  Las Instalaciones de Generacidén y
Transformacién no comprendidas en el
dmbito federal.

2. Los sistemas eléctricos de transporte
desarrollados a partir de los puntos de
conexidn con el sistema primario y los
sistemas aislados.

3. Los  sistemas interprovinciales de
interconexidn no integrantes del Sistema
Argentino de Interconexidn.

4. Los Sistemas de Distribucidn, su operacion y
comercializacidn, como asi también, los

servicios e instalaciones auxiliares
correspondientes.

5. La atencidn de la totalidad de los wsuarios
[inales localizados en su territorio, pudiends
convenir con otros entes ylo delegar esta
atribucidn en otros prestadores.

G, Los  Despachos  Provinciales o
Interprovinciales de Carga”.

Por su parte, en el capftulo 3 del Pacto,
denominado “actividad politica”, se dejé
establecido que “la formulacién de las polticas
electroenergéticas dentro de cada jurisdiccién,
corresponde a los respectivos poderes legislativos™.
Con lo cual, debe concluirse que existe una
politica electroenergética nacional, cuya méxima
auroridad es la Secretarfa de Energfa de la Nacién,
que coexiste con polfticas electroenergéticas
locales, a cargo de los gobiernos provinciales. Esta
declaracién viene a ratificar, pues, el criterio que
dejéramos sentado mds arriba citando a Bidart
Campos, segtin el cual la competencia para
ordenar la polftica energética nacional “no podr4
ir més all4 de un planeamiento de las pautas y
standards generales para todo el pafs”. O, en
palabras del mismo Pacto, la facultad de establecer -
una “polftica energética global elaborada en el
marco de una efectiva participacién de las
jurisdicciones provinciales a través del Consejo
Federal de [a Energia”.

Este Pacto Federal Eléctrico se encontraba
entrelazado con el primer proyecto de
reordenamiento del sector de la presidencia de
Menem, que giraba en torno a la creacién de una
Empresa Federal de Energfa Eléctrica (EFEE). Por
diversos motivos, irrelevantes para los propésitos
de este trabajo, este proyecto quedé trunco, por lo
que el pacto no fue ratificado nunca por ley del
Congreso. Sin embargo, su contenido es producto
del acuerdo del gobierno nacional con veinte
provincias argentinas, sin que a nuestro juicio éste
haya sido contradicho por acuerdos o leyes
posteriores.

29 Bidart Campos, op. cit., p. 736.
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2.3 LaLler N° 24.065

El proyecto de reordenamiento contemplado
por la ley de reforma del Estado fue entonces
reemplazado por otro de transformacién estructural
de la organizacién econdmica de la industria. Esta
transformacién no estuvo basada, como puede
pensarse en primera instancia, en un simple traspaso
en la titularidad de la propiedad de las empresas del
sector (privatizacién}, sino mds bien en la
desintegracién vertical y horizontal de la industria,
la introduccién de competencia en donde ésta sea
factible y el reemplazo de la planificacién centralizada
por un sistema descentralizado de decisiones de
produccidn e inversidn®.

Estas caracterfsticas estructurales de la
industria eléctrica fueron introducidas porla ley Ne
24,065, también conocida como marco regulatorio
eléctrico nacional, complementaria dela N° 15.336,
hoy vigente?'. En sentido estricto, el marco
regulatorio eléctrico nacional se encuentra
conformado por las leyes 15.336 y la 24.065%. La
idea de desintegracién sumada al abandono de la
planificacién centralizada echan por tierra el
concepto de la industria eléctrica nacional como un
totum inescindible, para el cual resulte imposible o
inadecuado realizar una demarcacién de
competencias locales en coexistencia con las
federales. Muy por el contrario, estas caracteristicas
estructurales no sélo hacen mucho mis sencilla la
delimitacién de competencias, sino que esta
delimitacién y fortalecimiento de las jurisdicciones
locales es una exigencia de los objetivos de la ley de
reforma del Estado y resulta coincidente con el
contenido de] Pacto Federal Eléctrico.

En este sentido, el mensaje de elevacién del
Poder Ejecutivo al Congreso Nacional, expresa
textualmente que:

“La idea principal sobre la que se asienta el
esquema propuesto es identificar en el proceso
industrial que permite disponer de electricidad en los
centros de consumo las etapas de produccidn,
transporte y distribucidn, que tienen caracteristicas
diferenciadas y, por lo tanto, requerimientos
especificos en materia de regulacion™.

Desde el punto de vista jurisdiccional, la
24.065 contiene distintos tipos de normas que es
necesario diferenciar:

1. Enprimerlugar, el capitulo Il establece los
objetivos de la politica nacional en materia
de abastecimiento, transporte vy
distribucién de electricidad. Estos
objetivos son de aplicacién en todo el
territorio nacional y respecto de la
totalidad de su industria eléctrica,
encuadridndose las competencias del
Congreso Nacional para establecer los
mismos dentro de sus facultades para
dictar la polftica energética nacional, las
cuales encuentran su fundamento
constitucional en la llamada cldusula del
progreso. Dentro de esta primera categoria
se encuadra también el capfrulo XIII,
referido al Fondo Nacional de [a Energfa
Eléctrica, el cual es un instrumento de la
politica electroenergética nacional.

2. En segundo lugar, los capftulos 11l a X de
laley estdn destinados a regular el llamado

30
3

Cf. Bastos, Carlos Manuel y Abdala, Manuel, Transformacisn del sector eléctrico argentino, p. 85.
Dice textualmente el art. 85 de la 24.065 que “la presente ley es complementaria de la ley 15.336 y tiene su mismo

Ambito y autoridad de aplicacion”. Digesto de Legislacion Eléctrica Argentina, t. I, p. 63; ADLA, 1992, VIt- A, p. 82.

32

33

Asi lo dice expresamente por otra parte el art. 92 de la 24.065, el cual faculta al Poder Ejecutivo a elaborar un texto
ordenado del marco regulatorio conformado por las dos leyes.

$in embargo, existen autores que hasta la fecha contindan refiriéndose a este concepto del totum inescindible como un

detivado de las caracteristicas técnicas y econémicas del sector. Asi lo hace, por ejemplo, Juan Carlos Doncel Jones (“Energia
Eléctrica: cuestiones sobre jurisdiccion local y federal”, LL, 29/5/1997), quien citando el viejo articulo de juan Manuel Maggi
(ED, 117- 962}, insiste en pensar que, dado el caracter de todo orgénico e inescindible del sector “resulta imposible considerar
los agentes gue lo conforman en forma separada”. Pues bien: el nuevo marco regulatorio se basa precisamente en la consideracin
por separado de los distintos agentes del sector.

34 Pacto Federal Electrico, Mensaje.
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mercado eléctrico mayorista nacional,
cuyos agentes operan a través del sistema
argentino de interconexién. Estas normas
encuentran su fundamento constitucional
en la cldusula comercial y son de aplicacién
s6lo respecto de aquellos agentes que son
alcanzados por la jurisdiccién nacional. Se
trata de normas de naturaleza federal, por
contraposicién a las [lamadas comunes o
de fondo, pues, a diferencia de éstas, su
aplicacién y ejecucién corresponde sélo a
jueces y autoridades federales. Por lo que
estas normas no serdn de aplicacién
respecto de los servicios eléctricos
sometidos a las jurisdicciones focales, no
alcanzados por la jurisdiccién nacional.
Asf, para la aplicacidn de dicho régimen en
el dmbirto local, serd necesaria la adhesién
de las provincias, tal como lo dispone
expresamente ef art. 98 de la ley. En la
actualidad, la gran mayorfa de las
provincias han adherido s6lo parcialmente
al marco regulatorio, circunscribiendo su
adhesién a los principios tarifarios
incluidos en el capftulo X%. Aunque, por
otro lado, las legislaturas provinciales han
sancionado marcos regulatorios locales, de
caracter{sticas similares a las del marco
nacional.

En tercer lugar, la ley N° 24.065 contiene
disposiciones que hacen a la funcién de
distribucién en el 4rea del Gran Buenos
Aires, servicio sometido por ley N° 14,772
a jurisdiccién nacional. Tal es el caso de las
normas referidas a las concesiones y
adjudicaciones nacionales a distribuidores
contempladas en el capftulo XI, las
disposiciones transitorias del capftulo
XVIII, asf como las del capitulo XX sobre
privatizacién,

Existen, ademds, normas de fondo, que
comparten la naturaleza de leyes comunes
de la Nacién, como la modificacién

introducida en el art. 4° de la ley Ne
15.336, por el cual las operaciones de
compra y venta de electricidad entre
generadores y concesionarios del servicio
ptiblico se reputan actos comerciales de
cardcter privado. En esta misma categorfa
deberfa encuadrarse quizé el art. 1° de la
ley, por el cual se caracteriza como servicio
publico al transporte y distribucién de
electricidad y a la generacién destinada al
abastecimiento de dichos servicios
publicos como de interés general.

5. En quinto lugar, la ley crea el Ente
Nacional Regulador de la Electricidad
{ENRE). Este ente es la autoridad de
aplicacién del marco regulatorio, debiendo
diferenciarse en € distintas competencias.
El ENRE es, por un lado, la Autoridad
Regulatoria federal respecto del Mercado
Eléctrico Mayorista nacional. Por otra
parte, es autoridad regulatoria local
respecto de las concesiones de distribucién
nacionales. Y, finalmente, es la autoridad
de aplicacién respecto de los objetivos de
polftica nacional impuestos por el capftulo
IL. Este tiltimo 4mbito de competencias no
surge sin embargo con claridad del
régimen normativo y se confunde con las
atribuciones tanto de la Secretaria de
Energfa de la Nacién como del Consejo
Federal de la Energfa Eléctrica.

3. EL SERVICIO PUBLICO DE
TRANSPORTE

3.1 NOCION LEGAL:

El marco regulatorio eléctrico argentino
caracteriza al transporte de energfa eléctrica como
servicio puiblico®, por lo que su prestacién
requiere de la correspondiente concesién estatal,
encontréndose el Estado obligado a garantizar la

35
36

Cf. Doncel Janes, Juan Carlos, “Energia Eléctrica: cuestiones sobre jurisdiccion federal y local”, LL, 29/5/97.
Cf. art. 1° de la ley N° 24,065, Digesto de Legislacién Eléctrica Argentina, t. I, p. 69.
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continuidad del servicio y a su prestacién, para el
caso en que no existieren oferentes privados
interesados en ésta®’.

Dichas concesiones del servicio de
transporte de electricidad serdn otorgadas por el
Gobierno federal o por los estados provinciales, de
acuerdo a cudl sea la jurisdiccién aplicable a las
instalaciones de transmisién a concesionar.

Asi, en el capfrulo segundo del Pacto
Federal Eléctrico, se establecié que corresponde a
las provincias la jurisdiccién sobre “los sistemas
eléctricos de transporte desarrollados a partir de
los puntos de conexién con el sistema primario y
los sistemas aislados”. Por lo que corresponde
distinguir dos supuestos de jurisdiccién local: (1)
En primer lugar, existe unanimidad en la doctrina
y jurisprudencia en considerar de jurisdiccién
local a todas las redes de transporte o transmision
propias de un sistema eléctrico aislado, es decir, no
interconectado a una red nacional o regional de
interconexidn, y; (2} en segundo lugar, el Pacto
declara como de jurisdiccién local a las
instalaciones de transporte que, aunque
interconectadas con una red nacional o regional,
pertenczcan al sistemna eléctrico de una provincia.

A nuestro criterio, el marco regulatorio
eléctrico respeta el criterio sentado por el Pacto
Federal Eléctrico, circunscribiendo la jurisdiccién
nacional en la materia al llamado transporte de
alta tensién y al transporte por distribucién
troncal o transporte regional, como preferimos
llamarlo nosotros, evitando la confusién
terminolégica entre los términos “transporte” y
“distribucién”.

El marco regulatorio
transportista a quien, siendo titular de una
concesién de transporte de energfa eléctrica
otorgada bajo el régimen de esta ley, es responsable
de la transmisién y transformacién a ésta
vinculada, desde el punto de entrega de dicha
energfa por el generador, hasta el punto de

considera
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recepcién por el distribuidor o gran usuario, segiin
sca el caso®®. Puede afirmarse entonces que, en
sentido estricto, habrd transporte de jurisdiccién
federal sélo respecto de las instalaciones de los
transportistas titulares de concesiones nacionales
de tal servicio publico. Por fuera de estos
supuestos, se ubican algunos casos particulares,
como el prestador de funcién técnica de
transporte y el transportista independiente, que
analizaremos més adelante. Digamos por ahora
que hay servicio piiblico de transporte sujeto a
jurisdiccién federal cuando dicho servicio es
prestado a través o por medio de instalaciones que
integran el sistema argentino de interconexién

(SADI).
3.2 TRANSPORTE EN ALTA TENSION ¥
TRANSPORTE REGIONAL

El sistema argentino de interconexién
(SADI) es definido por la resolucién 137/92 de la
Secretarfa de Energfa como el conjunto de
instalaciones de transporte de energia eléctrica que
integren el sisterna de transporte en alta tensién y
el de transporte por distribucién troncal. Es decir
que el SADI se compone de dos subsistemnas: por
un lado el sistema de transporte de energfa eléctrica
en alta tensién, destinado al transporte de energia
entre las distintas regiones eléctricas por medio de
instalaciones de transmisién iguales o superiores a
doscientos veinte kilovoltios; y, por el otro, un
conjunto de sistemas de transporte de energfa por
distribucién troncal, compuesto por el universo de
instalaciones de transmisién, en tensiones iguales o
superiores a ciento treinta y dos kilovoltios y
menores a cuatrocientos kilovoltios, destinadas a
vincular eléctricamente en el 4mbito de una misma
regi6n eléctrica a los generadores, los distribuidores
y a los grandes usuarios entre sf, con el sistema de
transporte en alta tensién o con otros sistemas de
transporte por distribucién troncal®.

37 Cf. art. 3° de la ley N° 24.065.

38 Cf. art. 7 de la ley N° 24,065, Digesto de Legislacion Eléctrica Argentina, t. I, p. 69.
19 Cf. art. 6 y articulos 1 a 6 del anexo | de la resolucién 137/92, Digesto de Legislacién Eléctrica Argentina, t. IV, pags. 3

y 8, B.O, 15/1/93.
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Mis arriba se dijo que el término
“transporte por distribucién troncal” puede llevar
a confusidn, ya que utiliza la palabra “distribucién”
para definir una red de transporte. En efecto, la
diferenciacién entre redes de transporte y redes de
distribucién constituye una ardua cuestién técnica
de la que nos ocuparemos mds adelante. Para evitar
inconvenientes terminoldgicos es, pues, que se
propone el cambio de denominacién,
reemplazando “transporte por distribucién troncal”
por el de “transporte regional”.

A través de ambos subsistemas
componentes del SADI, se presta el servicio
publico de transporte de exclusiva jurisdiccién
federal. Esta jurisdiccién se funda en el marco
regulatorio eléctrico nacional y tiene su encuadre
constitucional en la cldusula de comercio
contenida en el art. 75 inc. 13 CN.

Asi, el sistema de transporte en alta
tensién, cuyo servicio era prestado anteriormente
por Agua y Energia Eléctrica Sociedad del Estado,
Hidroeléctrica Norpatagdnica Sociedad Andnima
y Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires, fue
convertido en una tnica unidad de negocio
denominada Compaiifa de Transporte de Energfa
Eléctrica en Alta Tensién Transener S.A., luego
privatizada y concesionada por el PE.N. De la
misma forma, cada una de las regiones eléctricas
en que se encuentra dividido el territotio nacional
cuenta con una transportista a cargo del servicio
de transporte regional, por medio de concesién
también otorgada por el PE.N. Se trata, en
definitiva, de un 4mbito de competencias
federales exclusivas referidas a un servicio priblico
de cardcter nacional, en donde lz autoridad
concedente es, naturalmente, el Gobierno central.

3.3  EL TRANSPORTE EN DISTRIBUCION O FUNCION
TECNICA DE TRANSPORTE

3.3.7 JURISDICCION Y PRINCIPIC DE LIBRE ACCESO:

Uno de los objetivos de politica general
establecidos en el art, 2° de [a N© 24,065 es el de

“promover ... el libre acceso, no discriminacién y
uso generalizado de los servicios e instalacién de
transporte y distribucién de electricidad”.

La reforma estructural introducida por el
marco regulatorio eléctrico adopté una regulacién
del transporte basada en el principio llamado de
acceso abierto (open access) de la red a todos los
productores y distribuidores, sumado a la
imposicién de tarifas tope, obligaciones de calidad
y la prohibicién de la intermediacién de energfa
eléctrica respecto de los prestadores o
concesionarios del servicio publico de
transporte®.

Asi, el art{culo 22 de 12 24.065 impone a
los transportistas y distribuidores la obligacién
de permitir el acceso indiscriminado de terceros
a la capacidad de transporte de sus sistemas que
no esté comprometida para abastecer [a demanda
contratada, en las condiciones convenidas por las
partes y de acuerdo con los términos de [a ley. La
aplicacién del principio de libre acceso no
discriminatorio a distribuidores implica que
éstos estardn obligados a cumplir, adem4s del
servicio publico de distribucién, con una
funcién técnica de transporte en los supuestos en
que un agente del mercado mayorista necesite de
las instalaciones de la distribuidora para
vincularse con un proveedor de energfa eléctrica
de dicho mercado.

Se plantea aquf un primer problema
jurisdiccional respecto de la aplicacién del art. 22
de la ley respecto de distribuidores y transportistas
que no estén alcanzados por la jurisdiccién federal.

Ya se dijo mds arriba que los capftulos Il a
X del marco regulatorio, entre los cuales se
encuentra el art. 22 citado, estén destinados a los
actores del mercado eléctrico sujetos a la
jurisdiccién nacional y no son en principio de
aplicacién respecto de actores que no pertenezcan
aeste mercado y se encuentren sujetos inicamente
a una jurisdiccién local. Tal serfa el caso de una
distribuidora local que compre Iz totalidad de su
energfa a un generador o productor local, la cual
se encuentra, con independencia del hecho de su

40 Cf. Bastos, Carlos M. y Abdala, Manuel, op. cit., p. 217.
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interconexién al SADI por razones de seguridad
del sistema, fuera del alcance de la jurisdiccién
federal. En consecuencia, siempre que la provincia
no haya adherido expresamente a esta seccién del
marco regulatorio, el articulo 22 no le serfa en
principio directamente de aplicacién a este
distribuidor local.

Dado este supuesto, puede plantearse el
caso de un usuario de grandes demandas cliente de
este distribuidor local que desee convertirse en
gran usuario agente del mercado mayorista
nacional y se tope con la negativa del distribuidor
a permitir su acceso a la red a los fines de su
vinculacién con un proveedor de energfa ubicado
fuera de la jurisdiccién provincial.

Sin embargo, es de la esencia del
funcionamiento del mercado eléctrico mayorista
nacional que cualquier usuario vinculado directa
o indirectamente con el SADI que retna las
condiciones de gran usuario pueda ser agente de
este mercado y comprar energfa eléctrica en €l
para lo cual requiere, como es obvio, del libre
acceso a la red del distribuidor a los fines de
vincularse con su proveedor.

3.3.2 LA REGLAMENTACION DE LA FUNCION TECNICA
DE TRANSPORTE:

Por la resolucién 159/94 dela Secretarfa de
Energfa se reglamenté la funcién técnica de
transporte (FTT), la identificacién de sus
proveedores y usuarios y el clculo de las rarifas
aplicables. El art. 1° definié a la FT'T como el
servicio de vinculacién que cumplen las
instalaciones eléctricas que forman parte del
sistemna argentino de interconexién (SADI) o las
instalaciones conectadas con estas ltimas, sin
distincién de las personas ptiblicas o privadas a
quienes pertenezcan, en cuanto comunican
fisicamente a vendedores y compradores de
energfa eléctrica, entre sf y con el Mercado
Eléctrico Mayorista (MEM)*..
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Resulta de interés la conclusién a laque ha
arribado la Federal Energy Regulatory
Commission (FERC) norteamericana, luego dela
sancién de la resolucidén N° 888, en donde se
establece la posibilidad de que un usuario final
pueda adquirir energfa a2 un proveedor que no es
su distribuidor local. Esta nueva normativa ha
llevado al organismo regulador federal a plantearse
qué instalaciones son de su jurisdiccién en una
situacién que involucra las llamadas unbundled
sales (contratacién del transporte y no de la
energfa) en el comercio interestatal a través de una
public utility desde un tercero proveedor
directamente a un usuario final, ubicados en
diferentes Estados®.

La cuestién mds dificultosa, dice el
documento de [a FERC, es determinar si cierta
porcién de las instalaciones usadas para transmitir
energfa eléctrica a través de la compafifa de mayor
proximidad al usuario final son instalaciones de
distribucién local. Para concluir luego que “en [a
mayoria, si no en todas las circunstancias, esta
porcién deberd ser considerada como distribucién
local”. En este escenario, la FERC sostiene que
posee jurisdiccién sobre todas las demds
instalaciones utilizadas en la prestacién del
servicio de transporte, desde el tercero proveedor
al usuario final, a excepcién de [as instalaciones de
la utility que con anterioridad cumplfa con las
funciones de distribuidora proveedora de energfa
eléctrica a dicho usuario, cuyas instalaciones
continuarfan “funcionalmente” prestando un
servicio de distribucién local y por tanto estardn
sujetas a la regulacién de las autoridades locales.

Por lo que, a nuestro juicio, debe, a los
efectos de delimitar 4mbitos competenciales en
esta materia, distinguirse entre la funcién téenica
de transporte prestada por las distribuidoras
locales (o mds exactamente: la FTT realizada a
través de instalaciones que no forman parte del
SADI), la cual estard sujeta a la jurisdiccién de los
entes reguladores locales, de las relaciones de los

4 Cf. art. 1 de la resolucién S.E. 159/94, Digesto de Legislacién Eléctrica Argentina, t. IV, p. 383, B.O. del 9/6/94.

42 Cf. “Legal Analysis of Commission Jurisdiction Over Rates, Terms and Conditions of Unbundied Retail Transmission In
tnterestate Commerce”, FERC Documentation Index 1996, Appendix G, en http: //www.powerquote.com/fercindex.htmi.
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grandes usuarios con las transportistas regional y/
o en alta tensién y el proveedor o generador
ubicado fuera de su jurisdiccién, las cuales estardn
sujetas a jurisdiccién federal, siendo competente
en las mismas la autoridad regulatoria nacional®.

Planteado este escenario, las autoridades
locales tendrdn la competencia para reglamentar
la funcién técnica de transporte prestada a través
de las instalaciones sujetas a su jurisdiccién por no
pertenecer al SADI. Facultades éstas que estardn
necesariamente sometidas a una serie de
limitaciones: deberdn garantizar la libre
circulacién entre los Estados de |2 energia eléctrica
y el acceso al mercado mayorista nacional por
medio de la debida aplicacién del principio de
libre acceso no discriminatorio a todos sus
usuarios a la capacidad de transparte de los
sistemas eléctricos locales. Por lo que el cdlculo de
las tarifas de peaje en la prestacién de esta FI'T
local que establezcan las autoridades regulatorias
locales no podrén constituir obsticulo o
restriccién para el acceso de estos usuarios al
mercado mayorista nacional, o de otro modo, para
el acceso de proveedores o generadores ubicados
fuera de la provincia al mercado de grandes
usuarios locales.

Para solucionar este conflicto puede ser de
utilidad el principio de proporcionalidad, segtin el
cual “ninguna accién del Gobierno Federal
excederd de lo necesario para alcanzar los objetivos
fijados en la Constitucién Nacional”. Pues bien, el

Poder Ejecutivo Nacional podria establecer ciertas
definiciones y estdndares minimos en materia de
funcién técnica de transporte que garanticen que el
gran usuario interesado en acceder al MEM no
sufra discriminacién alguna respecto del que decida
que el distribuidor local sez su proveedor**

Es decir que deberd aplicarse al caso la
doctrina de la Corte referida a la cl4usula de comercio
en relacién a los tributos provinciales. Estos
gravimenes locales afectardn el comercio
interjurisdiccional cuando una ley opere o pueda
operar desviaciones en las corrientes de consumo de
tal o cual producto de una provincia. Con lo cual, la
interpretacién del art. 75 inc. 13 CN vinculada con
el poder de imposicién se orienta en el mismo
sentido que respecto de la prohibicién constitucional
de crear aduanas interiores, esto es: que no puede
crearse diferencias de tratamiento respecto del
mismo producto, ya sea liberando de gravamen al
producto local o ya sea estableciendo tasas o tributos
diferentes o discriminatorios segtin su arigen. Del
mismo modo, las autoridades regulatorias locales no
podrdn, por medio, por ejemplo, de tarifas
diferenciales en materia de FTT respecto de las tarifas
de distribucién local, favorecer a los proveedores o
concesionarios locales por sobre los actores ubicados
en otras jurisdicciones. Una norma o reglamentacién
local de tales caracteristicas deberd ser reputada de
inconstitucional, por ser contrariz a la cldusula de
comercio y a la prohibicién constitucional de crear
aduanas interiores®,

43 Como bien lo expresa el art. 10 del decreto 1398/92, reglamentario de la ley 24.065, ios contratos que celebren los
grandes usuarios con los generadores estin sujetos a la jurisdiccién nacional “cuando tales contratos se ejecuten a través del

Sistema Argentino de Interconexién (SADI)".
44

Esta idea de los estindares minimos no es en absoluto extrafia a nuestro régimen constitucional a la hora de separar

competencias provinciales y federales. Ast el nuevo art. 41 de la Constitucién Nacional establece que en materia ambiental,
“corresponde a la Naci6n dictar las normas que contengan los presupuestos minimos de proteccion, y a las provincias, las
necesarias para complementarlas, sin que aquedlas alteren las jurisdicciones locales”. Trasladado al problema que nos ocupa, el
Gobierno Federal deberd establecer ciertos presupuestos minimos en materia de funcién técnica de transporte que garanticen
el acceso de todos los actores al mercado eléctrico mayorista nacional, y las autoridades locales, las normas necesarias para
complementarlas, sin que este establecimiento de presupuestos minimos altere las jurisdicciones locales sobre los sistemas
eléctricos provinciales,

45 En un fallo reciente, la Corte Suprema de Justicia entendi6 que un impuesto al consumo industrial y comercial de
energia eléctrica de la Pcia. de Buenos Aires, de cuyo pago estaban eximidos los usuarios por proveedores ubicados en el
dmbito local, constituye una barrera aduanera que entorpece la libre circulacién en detrimento de lo dispuesto en los arts. 9°,
10y 11 de la Constitucién Nacional, por lo que declard la inconstitucionalidad del régimen impositivo en cuestion (Hidroeléctrica
El Chocén s.a. ¢/Pcia. de Buenos Aires s/accidn declarativa, CSIN, 1/7/97). De igual modo podria ser considerado un régimen
tarifario local que discriminara entre FTT y tarifa por distribucién local en favor de ésta dltima.
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3.4 EvL TRANSPORTE LOCAL O PROVINCIAL:

La delimitacién de competencias trazada
por el Pacto Federal Eléctrico y por el propio
marco regulatorio nacional, contempla la
posibilidad de que cualquiera de las tres etapas del
proceso eléctrico pueda ser considerada de
jurisdiccién local. En nuestro régimen legal actual,
coexisten entonces instalaciones de generacidn,
transporte y distribucién de jurisdiccién nacional
con instalaciones de generacién, transporte y
distribucién de jurisdiccién provincial®.

Habrd transporte de jurisdiccién local o
provincial cuando dicho servicio publico sea
prestado a través de instalaciones de transmisién
y transformacién pertenecientes a los sistemas
eléctricos locales o provinciales, es decir, no
incluidas en los sistemas que componen el
sistema argentino de interconexién. Ello, con
total independencia de que dichas instalaciones
formen parte de un sistema aislado o se
encuentren directa o indirectamente
interconectadas con el SADI.

3.4.1 LOS TRANSPORTISTAS REGIONALES Y LAS
DISTRIBUIDORAS LOCALES FRENTE A LAS
OBLIGACIONES DE EXPANSION DEL SISTEMA:

La delimitacidn entre las jurisdicciones
local y federal no estard dada, entonces, por el
cardcter de “distribucién” o “transporte” que
pretenda predicarse de determinadas
instalaciones de transmisién y transformacién.
Sin embargo, esta elusiva distincidn técnica sf
adquiere relevancia en cierto tipo de conflictos
planteados entre las transportistas regionales y
las distribuidoras locales respecto de las
obligaciones de expansién del sistema que

pueda pesar sobre uno u otro de estos actores.
As{, si determinadas instalaciones de
transmisién y transformacién pueden ser
calificadas como de “distribucién local”, caerdn
dentro de la érbita de competencias de la
autoridad regulatoria local, quien decidird si
dichas instalaciones se encuentran
comprendidas, de acuerdo al contrato de
concesién y las normas locales que resultaran
aplicables, dentro de las obligaciones de
expansién del sistema a cargo de la
distribuidora®.

La Corte Suprema de Justicia de los
Estados Unidos ha establecido en varias ocasiones
gue la cuestién de si determinadas instalaciones
son usadas como distribucién local o como
transporte es una cuestion de hecho que debe ser
resuelta originariamente por la autoridad
administrativa de aplicacién y no por un 6rgano
judicial. Por lo tanto, no hay tal cosa como una
demarcacién clara entre transporte por un lade y
distribucién local por otro en el sistema legal
norteamericano.

En este sentido, la FERC sostiene que, si
bien el trazado de una linea demarcatoria clara
entre transmisién y distribucién podria ser
preferible (por ef., basada en caracterfsticas
técnicas como el voltaje), no cree que este criterio
demarcatorio sea requerido por la jurisprudencia
y» mds importante atin, no serfa una aproximacién
practicabie en todos los casos, debido a la variedad
de circunstancias que pueden surgir, ademds de las
dificultades que plantea el hecho que [as mismas
utilities se clasifican a s{ mismas en formas
diferentes (p.¢j., una wuzslity puede clasificar una
linea de 69 kV como transmisién mientras que
atra puede clasificar a esa misma linea como

distribucién). Por lo que la FERC ha decidido

46 Corresponde aquf hacer una salvedad. En rigor, la etapa de distribucitn es siempre de jurisdiccién local. En principio,
habria distribucién de jurisdiccién nacional sélo cuando dicho servicio es prestado en territorio nacional, es decir, en aquellas
porciones de territorio en donde el Congreso Federal actia como legislatura local. Sin embargo, el Congreso establecié un
régimen legal especial declarando la jurisdiccién nacional sobre el servicio de distribucion prestado en la Capital Federal y Gran

Buenos Aires, por laley 14.772.

47 Estamos pensando en una hipétesis ocurrida en cualquier punto det territorio nacional, excepto el comprendido por la
Capital Federal y Gran Buenos Aires, sometidos a un régimen legal especial por la ley 14.772 en cuanto a sus instalaciones de

distribucién local, consideradas de jurisdiccidn nacional.
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adoptar distintos indicadores que deberdn
evaluarse al momento de determinar si una
instalacién en particular es de transmisién o de
distribucién local, entre los que se proponen los
siguientes®, los cuales, de mds estd decitlo, pueden
resultar de gran interés a nuestros propésitos:

. Las instalaciones de distribucién local se
encuentran normalmente préximas a
clientes minoristas.

. Las instalaciones de distribucién local son
primordialmente radiales.

. La energfa que ingresa a un sistema de
distribucién, rara vez, o nunca, egresa.

. Cuando la energfa ingresa en un sistema de

distribucién local, no es reconsignada o
transportada hacia ningin otro mercado.
. La energfa que ingresa en un sistema de
distribucién local es consumida en un drea
geografica relativamente restringida.
. Los sistemas de distribucién local son de
reducido voliaje.

Otro criterio de diferenciacién, jurfdico y
no técnico, utilizado por la jurisprudencia
norteamericana, consiste en establecer que la
distribucién local comienza cuando el comprador
mayorista de energfa revende al por menor. Sus
ventas y distribucién minorista son claramente
locales en su naturaleza y constituyen distribucién
local. En otras palabras, “instalaciones utilizadas
en la distribucién local” significa instalaciones
utilizadas para la reventa y distribucién a los
consumidores. Asf, cualquier transmisién
ocurrida con anterioridad a que el mayorista que
revende al por menor es alcanzado, es transporte
y no distribucién local®,

Coincidimos con ¢l informe de la FERC
citado en que la determinacién de un criterio
demarcatario tinico de tipo técnico que delimite
nitidamente “distribucién” y “transporte” es una

idea que, si bien puede parecer atractiva en
primera instancia, se topa con dificultades
prdcticas quizd insalvables, que la vuelven
desaconsejable. Por lo que resulta mds apropiada
la adopcién de una serie de criterios como los
expuestos, los que sumados, dan una idea més
aproximada y realista a la distincién,

Ahora bien, si de la aplicacién conjunta de
tales criterios, surgiera con cierta claridad que
determinadas instalaciones de transmisién y
transformacién son de “distribucién local”,
habremos conseguido dilucidar un problema
jurisdiccional, ya que serd de aplicacién
necesariamente la autoridad regulatoria local y las
obras a realizar encuadrardn o no, de acuerdo al
contrato de concesidn y las normas locales que
resulten aplicables, dentro de las obligaciones de
expansién del sistema de la distribuidora local. Sin
embargo, si de la aplicacién de los mencionados
criterios demarcatarios surgicra que se trata de
instalaciones de transporte, no por ello la
jurisdiccién serd necesariamente federal y la
autoridad regulatoria local excluida de la
resolucién del conflicto planteado. Ello asf en
cuanto, como ya se dijo, determinadas
instalaciones de transporte pueden ser tanto de
competencia local como federal. Las
distribuidoras locales, por otra parte, suelen ser
concesionarias, ademds de instalaciones
tipicamente de distribucién, de otras clasificables
como de transporte local, destinadas, por ejemplo,
a la vinculacién de distintos centros urbanos
ubicados dentro de una misma jurisdiccién
provincial. El conflicto entonces no podri
resolverse mediante la distincién técnica entre
instalaciones de distribucién y transporte.

La resolucién de este supuesto requiere de
otros elementos de andlisis que contribuyan a
profundizar la indagacién. Como pardmetro
general, siempre debe tenerse en cuenta que, por
mandato constitucional, la jurisdiccién federal es

48 Cf. el ya citado ut supra “Legal Analysis of Commission Jurisdiction Over Rates, Terms and Conditions of Unbundled
Retail Transmission In Interestate Commerce”, FERC Documentation index 1996, Appendix G, en http: /ivww.powerquote.com/

fercindex.htmi

49 Cf. FERC Documentation Index 1996, citado ut supra.
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expresa y excepcional, mientras la jurisdiccién
local es la regla: los poderes de las provincias son
originarios e indefinidos en tanto que los
delegados a la Nacién son definidos y expresos™.
Asi, es ficil pensar en casos claros de competencia
provincial, como el supuesto en que las obras
calificadas como de transporte estén destinadas a
vincular instalaciones de la distribuidora local con
un grupo de usuarios que se encuentren alejados
de las mismas (p.e. una [ocalidad aislada), en
donde estaremos frente a un supuesto de
transporte local de jurisdiccién provincial, pues el
transportista regional y el SADI poco y nada
tienen que ver con el caso. Lo mismo sucederd si
se trata de Ifneas de “transporte” destinadas a
vincular a un generador local con usuarios locales,
sin necesidad de hacer uso del sistema de
transporte regional o troncal.

Por el contrario, si ¢l conjunto de las
instalaciones a realizar, ademds de reunir las
caracterfsticas propias del transporte, transmite
energfa eléctrica en tensiones iguales o superiores
alos 132 kV, y vincula a distintas jurisdicciones
provinciales entre sf, estaremos ante un claro
supuesto de jurisdiccién federal y a obras propias
de la ampliacién o expansién del sistema de
transporte por distribucidn troncal o regional. Es
decir, que debe tratarse de instalaciones
destinadas a vincular eléctricamente a diversos
generadores, distribuidores y grandes usuarios
ubicados dentro de una misma regién eléctrica,
aunque en diversas jurisdicciones provinciales. 51
la. obra no redne el cardcter de
interjurisdiccional, estas instalaciones quedan
circunscriptas al 4mbito provincial y son por
tanto de incumbencia y jurisdiccién local. Se
trata, pues, de instalaciones que caen denrro del
dmbito de las necesidades de expansién de los
sistemas eléctricos locales y de las consiguicntes
obligaciones de inversién y ampliacién de los
concesionarios de los servicios piiblicos locales de
transporte y distribucién de energfa eléctrica.
Para decirlo de otro modo: no se trata de obras
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destinadas a la vinculacién eléctrica de los
diversos sistemas provinciales pertenecientes a
una regién eléctrica o a la vinculacién de estas
regiones eléctricas entre s, sino que, por el
contrario, nos encontramos frente a instalaciones
requeridas por demandas propias del sistema
eléctrico provincial. Por eso, el hecho de que las
obrasa emprender impliquen una vinculacién o
acceso directo a la red de transporte regional, no
significa de por sf que nos encontremos frente a
un supuesto de jurisdiccién federal y a
obligaciones propias de fa transportista regional,
aun en el caso en que retinan las condiciones de
voltaje requeridos para el sistema troncal (es
decir, tguales o superiores a 132 KV). En cambio,
si tales obras vinculan a distintos sistemas
eléctricos locales a nivel regional, estaremos
frente a una necesidad de expansién del sistema
de transporte troncal y por tanto de clara
jurtsdiccién nacional.

Es probable que la idea de
interjurisdiccionalidad sea el criterio mds claro y
simple al momento de resolver las situaciones de
conflicto de competencias entre la Nacién y las
provincias. Este es un criterio juridico y no
técnico, de jerarquia constitucional, que debe
presidir el anélisis de todas las zonas grises que
puedan plantearse en la demarcacién de las
jurisdicciones federal y local. Lo cierto es que
sobre las bases dadas serd necesario que se edifique
con el transcurso del tiempo una verdadera
jurisprudencia administrativa de las autoridades
regulatorias que aporte soluciones particulares,
atendiendo a las especificidades de cada caso
concreto.

3.4.2 EL TRANSPORTISTA INDEPENDIENTE

Dispone el Anexo I de la Resolucién 137/
92 en su art. B° que se denominard transportista
independiente “al propietario y operador de
instalaciones de transporte de energfa eléctrica,
que bajo las condiciones establecidas por una

50 CSIN, Fallos: 304; 1186, entre muchos otros, LL, 1982-D, 506; recientemente: “Telefénica de Argentina 5.A. c.
Municipalidad de Lujén”, abril 18, 1997, LL, Suplemento de Derecho Constitucional, set. 8-997, p. 34.
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licencia técnica otorgada por una transportista®’
pone a su disposicién dichas instalaciones, sin
adquirir por ello el cardcter de agente del mercado
eléctrico mayorista (MEM)™*2.

Esta figura del transportista independiente
fue creada alos fines de hacer posible la expansién
o ampliacién del SADI, en supuestos en que el
transportista, ya sea de alta tensién o regional, no
estd obligado ni tiene interés en realizar
determinadas obras, por lo que se autoriza la
realizacién de la obra por un tercero, sin que por
ello adquiera el cardcter de concesionario del
servicio publico de transporte ni agente del MEM,

Estas ampliaciones de la capacidad de
transporte se realizan por medio de contratos entre
partes, que vinculan a distintos agentes del MEM
interesados en establecer 0 mejorar su vinculacién
con el sistema, celebran un contrato de
construccién, operacidn y mantenimiento
(llamados contratos COM) en calidad de
comitentes, con el transportista independiente,
quien es el encargado de la construccién,
operacién y mantenimiento de tales obras. El
proyecto requiere, ademds, de la emisién de un
certificado de conveniencia y necesidad ptblica
por parte de]l ENRE™.

El transportista independiente debe
obtener una licencia técnica de parte de la
transportista, que previamente evaluard su
aptitud técnico-econémica y que contiene las
condiciones técnicas de construccién, operacién
y mantenimiento que deberdn cumplirse para
conectar el equipamiento y los requisitos
técnicos necesarios para asegurar la calidad del
servicio requerida en el sistema eléctrico de
transporte, la supervisién, servicios adicionales
y sanciones por incumplimiento. Como este
transportista independiente debe poner sus
instalaciones a disposicién del transportista
troncal o en alta tensién, estas instalaciones se

consideran parte integrante del sistema de
transporte al que sirven.

Como fécilmente se advertir4, se plantean
en este caso situaciones de conflicto jurisdiccional
andlogas a las tratadas en el punto anterior. Asf,
serd necesario determinar si una determinada obra
puede ser realizada por un transportista
independiente de jurisdiccién federal o si, por sus
caracterfsticas, dicha obra forma parte de las
necesidades de expansién del sistema eléctrico
local, siendo, por tanto, de jurisdiccién provincial.

De este modo, si el conjunto de las
instalaciones a realizar, ademds de reunir las
caracter{sticas propias del transporte, transmite
energfa eléctrica en tensiones iguales o superiores
a los 132 kV, y vincula a distintas jurisdicciones
provinciales entre si, estaremos ante un claro
supuesto de jurisdiccién federal y a obras propias
de la ampliacién o expansién del sistema de
transporte por distribucién troncal o regional, por
lo que dichas obras encuadran dentro del supuesto
del transportista independiente de jurisdiccién
federal reglamentado por la citada resolucién 137/
92. Es decir que, como ya se dijo en el punto
anterior, debe tratarse de instalaciones destinadas
a vincular eléctricamente a diversos generadores,
distribuidores y grandes usuarios ubicados dentro
de una misma regién elécrrica. Si, por el contrario,
la obra no retine el caricter de interjurisdiccional,
estas instalaciones quedan circunscriptas al émbito
provincial y son por tanto de incumbencia y
jurisdiccién local. Se trata, pues, de instalaciones
que caen dentro del 4mbito de las necesidades de
expansién de los sistemas eléctricos locales y de las
consiguientes obligaciones de inversién y
ampliacién de los concesionarios de los servicios
publicos locales de transporte y distribucién de
energia eléctrica. Por no tratarse de obras
destinadas a la vinculacién eléctrica de los diversos
sistemas provinciales pertenecientes a una regién

51 Aclaramos que por transportista, debe entenderse al titular de una concesién de transporte de energfa eléctrica otorgada
dentro del marco de la ley 24.065 (art. 7 del anexo | de la resolucién 137/92 citada).

52 Cf. Res. S.E. 137/92, Anexo |, Reglamento de conexi6n y uso del sistema de transporte de energia eléctrica, Digesto de

Legislacion Eléctrica Argentina, t. IV, p. 9.

53 Cf. Res. S.E. 137/92, Anexo |, Reglamento de Acceso a la Capacidad Existente y Ampliacion del Sistema de Transporte
de Energia Eléctrica, Digesto de Legisiacion Eléctrica Argentina, t. IV, p. 16 y 17.
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eléctrica o a la vinculacién de estas regiones
eléctricas entre sf, sino de instalaciones requeridas
por demandas propias del sistema eléctrico
provincial, no podemos hablar de instalaciones
que, como las de todo transportista
independiente, formen parte integrante del
sistema de transporte regional o en alta tensién
por cumplir con sus necesidades de expansién.

A la hora de decidir si una determinada
obra de expansién es una necesidad propia del
SADI o de un sistema eléctrico provincial,
deberemos preguntarnos quiénes son los
principales beneficiarios de la obra. Si estos
benefictarios directos se encuentran ubicados
en distintos estados provinciales,
probablemente estemos frente a una obra de
jurisdiccién federal.

Por eso, el hecho de que las obras a
emprender impliquen tna vinculacién o acceso

directo ala red de transporte regional, no significa
de por sf que nos encontremos frente a un
supuesto de jurisdiccién federal y a obras propias
de un transportista independiente, aun en el caso
en que retnan las condiciones de voltaje
requeridos para el sistema troncal, es decir, iguales
o superiores 2 132 kv, En cambio, si tales obras
cruzan las fronteras provinciales, vinculando 2
distintos sistemas eléctricos locales a nivel
regional, estaremos frente a una necesidad de
expansién del sistema de transporte troncal y por
tanto a una obra de clara jurisdiccién nacional que
podrd ser llevada a cabo por un transportista
independiente.

Una vez mds, s¢ confirma la idea de
interjurisdiccionalidad como el criterio mds claro
y simple al momento de resolver las situaciones de
conflicto de competencias entre l2 Nacién y las
provingcias,



